Boletín Nº 1935-07-2.


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil, fijando las cuantías que indica en unidades tributarias mensuales.


______________________________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en tercer trámite constitucional, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en moción del señor Elgueta, don Sergio; señora Wörner, doña Martita; señores Aylwin, don Andrés; Gajardo, don Rubén, y Ojeda, don Sergio.


--------


	La decisión de enviar este proyecto en informe a esta Comisión fue adoptada por la Corporación en su sesión 11ª, ordinaria, del 30 de junio  de 1998. 


--------


	Los motivos que tuvo la Corporación para enviar el proyecto en informe a la Comisión fueron las discrepancias producidas durante la discusión en la Sala sobre el sentido y alcance de las enmiendas introducidas por el Senado en los números 2° y 5° del artículo único, que modifican los artículos 698 y 749 del Código de Procedimiento Civil.


--------


	La primera disposición se refiere al procedimiento en los juicios de menor cuantía, esto es, los juicios de más de $ 19.988 y que no pasen de $ 399.876, y que no tengan señalado en la ley un procedimiento especial. � 


La Corporación reemplazó estas cifras por diez unidades tributarias mensuales ($ 247.080) y por cien de dichas unidades ($ 2.470.800), respectivamente. �


	Se efectuó ese reemplazo con la finalidad de someter un mayor número de causas al procedimiento de menor cuantía, que es más simplificado que el de mayor cuantía, con menores trámites y con plazos más reducidos, lo que significa expedición, abreviación de tiempo y de trabajo para los jueces y, para las partes litigantes, además, menores gastos.


El Senado elevó esta última cifra a quinientas unidades tributarias mensuales (12.354.00),� por considerar insuficiente el alza, al no representar una cantidad significativa que justifique la mayor latitud en todas las etapas de pleito que contempla el juicio ordinario de mayor cuantía. 


A su juicio, el propósito de someter mayor número de causas al procedimiento de menor cuantía para obtener una más pronta resolución de la controversia, redunda en un evidente beneficio social, ahorra tiempo y trabajo a los tribunales y a los litigantes, sin alterar las reglas propias de un procedimiento racional y justo.


Esos propósitos sólo se logran — a su juicio — si se establece un valor — quinientas unidades tributarias mensuales — que recoja la evidencia práctica de los montos por los que se litiga hoy en día en los asuntos civiles, que son sustancialmente mayores


	Dicho monto fue objetado por algunos señores Diputados, por considerarlo desproporcionado.


--------


	La segunda disposición incide en los denominados juicios de hacienda, esto es, aquéllos en que tenga interés el Fisco y cuyo conocimiento corresponda a los tribunales ordinarios.


	El artículo 749 establece que se omitirán en el juicio ordinario los escritos de réplica y dúplica, siempre que la cuantía del negocio no pase de $ 399.876. �


	La Corporación elevó esta cantidad y la fijó en una unidad reajustable, equivalente a cien unidades tributarias mensuales.


	El Senado la elevó a quinientas unidades tributarias mensuales, en concordancia con el acuerdo adoptado respecto de los juicios de menor cuantía y con el propósito de ampliar la normativa común y restringir las discriminaciones existentes entre la normativa procesal aplicable al Fisco y a los particulares, puesto que en estas materias el Estado enfrenta una situación similar a la de cualquier particular, toda vez que generalmente está en juego su responsabilidad patrimonial.


	Dicho monto también fue objetado por algunos señores Diputados, por considerarlo desproporcionado.


--------


	En el seno de vuestra Comisión el debate se circunscribió, precisamente, en estas dos disposiciones legales.


	Al margen de las razones esgrimidas en la Sala para objetar tales disposiciones — lo desproporcionado de las cifras aprobadas por el Senado — , se destacaron las limitaciones existentes en materia de apelación, con arreglo al artículo 723 del Código que se viene modificando.


	El señor ELGUETA, uno de los autores del proyecto e informante del mismo, insistió en los argumentos esgrimidos en la Sala en cuanto a la conveniencia de aprobar las enmiendas del Senado, puesto que reafirmaban las bondades de la iniciativa en informe, al permitir que un mayor número de causas se tramiten en conformidad con un procedimiento más abreviado, lo que redundará en una más pronta solución de las controversias judiciales, sin afectarse con ello los derechos de los litigantes.


	Sobre el tema de la apelación, aclaró que el artículo 723 sólo se aplicaba a los juicios de mínima cuantía, disposición que, por lo demás, se viene reemplazando en el proyecto. 


	En los de menor cuantía, rige el artículo 699, que establece expresamente la apelación de la sentencia definitiva, la que se verá en el tribunal de alzada conjuntamente con las apelaciones que se hayan concedido contra resoluciones dictadas durante el juicio como en los incidentes.


	Destacó, asimismo, que en el informe de la Comisión del Senado se consignó la opinión de la señora Ministra de Justicia, la cual se declaró partidaria de seguir el ejemplo del Derecho Español, que amplía la cantidad de asuntos objeto de juicio de menor cuantía y que hace aplicable este procedimiento incluso a los asuntos de cuantía indeterminada, �para consagrar la aplicación del juicio ordinario de mayor cuantía como extraordinaria para materias que requieran un mayor período de discusión. 


	Acotó, a mayor abundamiento, que, según el artículo 484 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de España, se deciden en el juicio de menor cuantía las demandas ordinarias cuyo interés económico pase de 800.000 pesetas y no exceda de 160.000.000 de pesetas. Agregó que, para convertir esas cifras a pesos chilenos, había que multiplicarlas por 3, guarismo este último que equivale al tipo de cambio de la peseta. Por lo tanto, esas cifras en pesetas corresponden a $ 2.400.000 y $ 480.000.000. 


--------


	Todas las argumentaciones anteriores, que fueron decididamente apoyadas por el Diputado señor BUSTOS, don Juan, llevaron a vuestra Comisión, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, a recomendar a la Corporación la aprobación de estas dos adiciones o  enmiendas, así como de las otras que el Senado ha introducido en el proyecto aprobado en el primer trámite constitucional, las que no fueron  objeto de debate ni de controversia en la Sala y tampoco en la Comisión. �  


	Dado el hecho de haberse traído a colación el ejemplo español, se ha creído conveniente consignar, a continuación, sin mayores comentarios, lo que opinan algunos autores españoles sobre el tema. �


“370. “Pesos” históricos.


	a) La LEC (Ley de Enjuiciamiento Civil) menciona, a partir de la reforma introducida por la Novela 34/1984 (nueva redacción del art. 482), cuatro tipos de procesos que pertenecen a la clase de los declarativos ordinarios: el juicio de mayor cuantía, el de menor cuantía, el juicio de cognición y el juicio verbal. Pero, insólitamente, regula sólo tres de los cuatro tipos que enumera: juicio ordinario declarativo de mayor cuantía (cap. II, tit. II, lib. II), juicio de menor cuantía (cap. IIIs tit. II, lib. 11) y juicio verbal (cap. IV, tit. II, lib. II). El llamado —tomando la parte por el todo— “juicio de cognición” que tiene su origen en la Ley de Bases de la Justicia Municipal de 19 de julio de 1944 (Base 10), está regulado en el Decreto de 21 de noviembre de 1952, cuyos artículos han sido también parcialmente modificados por la Novela 34/1984.


	Esta grave anomalía no tiene explicación razonable —y únicamente se debe a la inercia del legislador—, pues aunque la regulación del juicio de cognición es muy posterior a la promulgación de la LEC, un criterio de elemental coherencia obligaba bien a recoger dentro del cuerpo legal reformado al tipo extravagante, bien a dejarlo en su sitio, con las modificaciones aconsejables de su texto, en la Ley nueva sin necesidad de incluir sólo su mención en el artículo correspondiente de la LEC.


	A la inconsecuencia señalada se sigue sumando —ahora con mayor evidencia, por decirlo un mismo texto legal— la absurda impropiedad del lenguaje jurídico empleado para continuar denominando “juicio de cognición” al que no es más que un tipo, como la propia LEC establece entre los varios de cognición, conocimiento o declarativos.


	b) Los procesos declarativos ordinarios actuales responden a distintas concepciones y exigencias y surgen en épocas históricas diferentes. El más antiguo es el juicio ordinario declarativo de mayor cuantía, proceso que hunde sus raíces en el proceso civil común de elaboración medieval a base de elementos romanos postclásicos, germánicos y canónicos. Para evitar sus inconvenientes estructurales (preclusión y escritura a ultranza, proliferación de incidentes, recursos contra resoluciones interlocutorias), que lo hacen lento y dispendioso, en la Baja Edad Media la agilidad del tráfico mercantil condicionó la aparición de nuevas formas procesales. A esta última tradición canónica y estatutaria responden los juicios de menor cuantía y verbal que son igualmente procesos declarativos acelerados o rápidos, pero plenarios como el juicio de mayor cuantía, o sea, con virtualidad para resolver un asunto con eficacia semejante a la de aquél, por medio de sentencia que alcanza la cualidad de cosa juzgada y no permite abrir un nuevo juicio declarativo sobre la cuestión. Conviene retener este carácter de procesos plenarios que tienen todos los declarativos enunciados, en contraposición a los denominados “sumarios” que resuelven sobre un punto litigioso, pero que no impiden que toda la cuestión litigiosa pueda ponerse de nuevo a discusión en el juicio declarativo que corresponda (juicio ejecutivo, interdictos, alimentos provisionales).


	El juicio de cognición, como se ha dicho ya, es de factura reciente.


	c) La LEC que incorporó ambas tradiciones procesales se configuró, sin embargo, con más apego a la línea histórica representada por el juicio de mayor cuantía, hasta el punto de erigirlo en proceso modelo que actúa como común o supletorio en lo no previsto específicamente para los demás. Incluso, después de haber enumerado los juicios ordinarios declarativos, con carácter general, reserva luego, expresamente, esta denominación para el juicio de mayor cuantía. Claramente indica esta subordinación el artículo 680: “el juicio de menor cuantía se acomodará a las reglas establecidas para el ordinario de mayor cuantía, en cuanto a ello no se oponga la tramitación especial que se ordena en los artículos siguientes”.


	Por el contrario, la Novela 34/1984 se inspira en el criterio de relegar al juicio de mayor cuantía, procurando su desplazamiento y sustitución en el mayor número de casos posibles por el juicio de menor cuantía. A este efecto, preceptúa no sólo una elevación de las cuantías, que no guarda proporción —con ser éstas altas— con los índices inflacionarios, sino que, al establecer las reglas para la determinación de la competencia objetiva, asigna al tipo procedimental de menor cuantía asuntos cuyo conocimiento se reservaba antaño al juicio de mayor cuantía. Explícitamente, señala en este sentido la “exposición de motivos” de la citada Novela que el juicio de menor cuantía “pasa a ser el proceso prototipo o predominante” .


	d) Cabe preguntarse, con toda razón, cómo, si el juicio de mayor cuantía reúne todos los defectos y el de menor cuantía todas las bondades, no se ha suprimido de una vez aquél y se ha otorgado franquicia total a éste. La respuesta probablemente esté en las “dificultades” técnicas que han encontrado los redactores del proyecto para liberarse de la omnipresencia legal del juicio de mayor cuantía a cuya regulación se reconduce gran parte del texto legal. Sin embargo, estas dificultades técnicas, perfectamente superables con el bagaje científico necesario, no constituyen causas suficientes para haber dejado a medias las reformas y, sobre todo, para ahondar las diferencias de sistema que rigen ahora cada tipo de proceso.


371. Horizontes futuros.


	Cara al futuro, carece de sentido que permanezca subsistente la actual proliferación de tipos de procesos declarativos.


	Una reforma seria —con asesoramientos técnicos de calidad— de la LEC tiene que desembocar en una nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, basada en lo que de aprovechable tiene nuestra tradición procesal, en lo que de conveniente ofrece el derecho comparado sin olvidar las exigencias de la Constitución (entre otras, predominio de la oralidad) y pasa por una reducción, posiblemente a dos, de aquellos tipos: uno de mayor solemnidad sustitutivo de los juicios de mayor y menor cuantía y otro que reemplace a los denominados ahora de “cognición y verbal”.


	Esta reducción de la tipología vigente acrecienta sus ventajas si se tiene en cuenta que, al desaparecer en la nueva LOPJ, el escalón intermedio de la justicia de distrito, no parece aconsejable el mantenimiento de varios procesos ordinarios, cuya primera instancia corresponda al conocimiento del mismo órgano jurisdiccional.” �


--------


	Se hace constar que el proyecto no contiene normas orgánicas constitucionales ni de quórum calificado.


-------


	Se designó Diputado informante al señor Elgueta Barrientos, don Sergio.


	Sala de la Comisión, a 2 de julio de 1998.























	Acordado en sesión de igual fecha, con asistencia de los señores Cornejo (Presidente), Bustos, don Juan; Bartolucci, Cardemil, Elgueta y Espina; señora Guzmán; señores Luksic, Moreira, Pérez, don Víctor y Walker, don Ignacio.

















Adrián Álvarez Álvarez,


Secretario de la Comisión.





� La cantidad que se indica fue fijada por el número segundo del auto acordado de la Corte Suprema de 16 de enero de 1998, publicado en el Diario Oficial del 3 de febrero de 1998. Éstas son las cifras vigentes hoy en día y no las que se indican en el N° 2° del proyecto, que son las que regían a la fecha en que la Cámara aprobó el proyecto, en junio de 1997. Ello obligará a efectuar la actualización respectiva, para corregir el error de referencia, antes de comunicar el proyecto a S.E. el Presidente de la República.


� Con ello, además, se fija un valor variable en el tiempo, de modo que no se requiere su determinación cada año mediante un auto acordado de la Corte Suprema, como corresponde hacerlo, desde la dictación del decreto ley Nº 1,417, de 1976.


� Todas las cifras indicadas son a diciembre de 1997, que fueron las que tuvo en consideración la Comisión informante del Senado.


� Respecto de esta cifra, cabe la misma observación hecha en la nota 1. 


La referencia que se hace en el proyecto al guarismo “377.241”, contenido en el artículo 749, debe hacerse al vigente en la actualidad, que es “399.876” Habiendo un error de referencia en el proyecto aprobado, cabe efectuar la corrección correspondiente, con arreglo al artículo 15 del Reglamento de la Corporación.


� Como los asuntos sobre filiación, paternidad, maternidad, capacidad y estado civil de las personas, así como aquéllos para los que la ley no disponga otra tramitación.


� El N° 3° nuevo, del Senado, suprime, en el artículo 712 del Código de Procedimiento Civil, la frase “Se concederá en el efecto devolutivo la apelación que se interponga en contra de la resolución que deseche las excepciones dilatorias que se admitan a tramitación separada”. Si la causa principal en un juicio de mínima cuantía se conoce y falla en única instancia, ninguna resolución incidental o accesoria puede ser apelable.


El N° 4° de la Cámara, que ha pasado a ser 5°, sustituye el artículo 723 del Código de Procedimiento Civil.  Esta disposición regula la tramitación de los incidentes, esto es, las cuestiones accesorias al juicio que requieran especial pronunciamiento del tribunal, en los juicios ordinarios de mínima cuantía.  La norma vigente considera el recurso de apelación y la norma sustitutiva prescinde de las disposiciones relativas a este recurso, al objeto de adecuarse a las modificaciones precedentes, conforme a las cuales no se admite la doble instancia en los juicios de mínima cuantía.


El Senado le ha introducido a este artículo dos enmiendas formales. En el inciso segundo ha eliminado la frase “La resolución que se dicte en uno u otro sentido, como la que lo resuelve, serán inapelables”, y ha consignado un inciso final, que recoge la misma idea anterior, por el cual “Las resoluciones que se dicten en todo procedimiento incidental, cualquiera que sea su naturaleza, serán inapelables”. Lo anterior, con el objeto de dejar de manifiesto el carácter de regla general que tiene respecto de todos los casos a que se refiere este artículo. 


La enmienda al N° 6°, que ha pasado a ser 7°, para sustituir en el artículo 789 la palabra “acta” por “el acta”, es simplemente formal y se ajusta al texto vigente de la disposición en que incide.


� ALMAGRO NOSETE, José y otros. “Derecho Procesal. Tomo I (Vol. I). Parte General. Proceso Civil. Tirante lo Blanch. 5ª. Edición. Valencia. 1991, págs. 498 y 499.


� En la exposición de motivos de la ley 34/1984, se señala  que “cuando se lleve a cabo una remodelación completa del ordenamiento procesal habrá que ir posiblemente a un solo proceso, considerado como prototipo, para substanciar en él todas las cuestiones contenciosas de orden civil y de carácter general, atribuidas al conocimiento de los jueces de primera instancia, esto es, el cometido desempeñado hoy —quiere decir, antes de la Ley 34/1984, por el juicio declarativo ordinario de mayor cuantía, pero a ritmo demasiado lento y sin exclusividad, por cuanto comparte sus dominios con el juicio de menor cuantía.





�PÁGINA  �5�














